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<Tri6una{ de <Transparencia y )fcceso a (a 
Información c.Pú6Cica 

RESOLUCIÓN 004070-2024-JUS/TTAIP-PRIMERA SALA 

Expediente 
lmpugnante 
Entidad MINISTERIO PUBLICO-JUNTA DE FISCALES SUPERIORES 

DEL DISTRITO FISCAL DE JUNÍN 
Sumilla Declara fundado el recurso de apelación 

Miraflores, 4 de setiembre de 2024 

VISTO el Expediente de A elación Nº 03069-2024-JUS/TTAIP de fecha 12 de julio de 
2024, interpuesto por , contra la denegatoria 
por silencio administrativo negativo e su so IcItu e acceso a la información pública 
presentada al MINISTERIO PUBLICO - JUNTA DE FISCALES SUPERIORES DEL 
DISTRITO FISCAL DE JUNÍN con fecha 6 de junio de 2024. 

CONSIDERANDO: 

l. ANTECEDENTES 

Con fecha 6 de junio de 2024, en ejercicio de su derecho de acceso a la información 
pública, la recurrente solicitó a la entidad la entrega por correo electrónico de la 
siguiente información: 

"(. .. ) 
Solicito COPIA SIMPLE (escaneado) de la RELACION DE CASOS FISCALES 
QUE EXISTEN EN EL MINISTERIO PUBLICO DE JUNIN. APARTIR DEL AÑO 
2015 AL AÑO 2024 de las siguientes personas: 

1. RICARDO ANTONIO SALAZAR GA VE 
2. WAL TER JAIME BASALDUA MORAN 
3. LILIAN MARINA YUPANQUI MENO/OLA 
4. WILLIAM PALOMINO PACHECO 
5. JESUS HIG/O/O LAZO MAURICIO". (sic) 

El 12 de julio de 2024, al considerar denegada la referida solicitud y en aplicación del 
silencio administrativo negativo por parte de la entidad, la recurrente interpuso ante 
esta instancia el recurso de apelación materia de análisis. 
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Mediante la RESOLUCIÓN Nº 003447-2024-JUS/TTAIP-PRIMERA SALA1 se 
admitió a trámite el referido recurso impugnatorio, requiriendo la remisión del 
expediente administrativo generado para la atención de la solicitud impugnada, así 
como la formulación de sus descargos. 

Con el OFICIO Nº 003621-2024-MP-FN-PJFSJUNIN, ingresado a esta instancia con 
fecha 14 de agosto de 2024, la entidad remitió el expediente generado en virtud de 
la solicitud formulada por la recurrente, señalando lo siguiente: 

"(. . .) 
Tengo el agrado de dirigirme a ustedes, para saludarlos cordialmente y en 
atención al documento de la referencia, se REMITE el expediente administrativo 
generado para la atención de la solicitud de acceso a la inform~ 
~echa 06 de junio de 2024, por la ciudadana ---­
----• el mismo que contiene la solicitud de acceso a la información 
pública presentada por la recurrente, documentos mediante los cuales se dio 
respuesta, y otros actuados. 

Asimismo, se indica que la recurrente al amparo de la Ley de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública con fecha 06 de junio de 2024, solicitó la 
siguiente información: 

Solicito COPIA SIMPLE (Hcaneado) de la RELACION DE CASOS FISCAi.ES QUE 
EXISTEN EN EL MINISTERIO PUBLICO DE JUNIN. APARTIR DEL AÑO 2016 AL AÑO 
2024 de las siguientes personas 

1. RICARDO ANTONIO SALAZAR GAVE 
2. WAL TER JAIME BASALDUA MORAN 
3. LIUAN MARINA YUPANQUI MENDIOLA 
4. WILLIAM PALOMINO PACHECO 
S. JESUS HIGIDIO LAZO MAURICIO 

Que, con Carta Nº 000215-2024-MP-FN-PJFSJUNIN, de fecha 12 de junio de 
2024, se remitió, al correo xxxx@hotmail.com que corresponde a la recurrente y 
de manera física a la dirección (. .. ), se comunicó la denegatoria de información, 
conforme es de verse en los cargos que se adjunta al presente". 

Asimismo, de la Carta Nº 000215-2024-MP-FN-PJFSJUNIN, de fecha 12 de junio de 
2024, se desprende lo siguiente: 

Que, respecto al reporte de casos de los ciudadanos solicitados correspondiente 
a este Distrito Fiscal, se indica que de conformidad a lo establecido en el T. U. O. 
de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información y Acceso a la Información 
Pública, que precisa que la información solicitada no es de acceso público por 
encontrarse bajo el supuesto del "Artículo 17. - Excepciones al ejercicio del 
derecho: información confidencial. El derecho de acceso a la información pública 
no podrá ser ejercido respecto de Jo siguiente: (. . .) 6. Aquellas materias cuyo 
acceso esté expresamente exceptuado por la Constitución o por una Ley 
aprobada por el Congreso de la República.·:· y, siendo que el Código Procesal 
Penal, en su artículo 324. 1, regula Jo siguiente: ''Artículo 324. - Reserva y secreto 

1 Resolución debidamente notificada a la entidad por mesa de partes virtual: pjfs.junin@mpfn.gob.pe, con fecha 9 de 
julio de 2024, conforme la información proporcionada por la Secretaría Técnica de esta instancia, dentro del marco 
de lo dispuesto por el Principio de Debido Procedimiento contemplado en el numeral 1.2 del artículo IV del Título 
Preliminar del Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General aprobado 
por Decreto Supremo Nº 004-2019-JUS. 
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de la investigación 1. La investigación tiene carácter reservado. Solo podrán 
enterarse de su contenido las partes de manera directa o a través de sus 
abogados debidamente acreditados en autos. En cualquier momento puede 
obtener copia simple de las actuaciones". 

Asimismo, estando al Oficio Múltiple Nº 000076-2023-MP-FN-GG, de fecha 07 
de setiembre del 2023, suscrito por la Gerencia General del Ministerio Público, 
mediante el cual emite lineamientos sobre solicitudes de reportes SIA TF-SGF­
BF, efectuados por externos; conforme al Informe Nº 000342-2023-MP-FN-ECE­
GG-OGTI remitido por la Oficial de Protección de Datos Personales del Ministerio 
Público, mediante el cual indica: 

2.4. En ese orden de ideas, cabe precisar que conforme el numeral 48 de la 
Opinión consultiva N º036-2022-JUSS/DGTAIPD emitida por la Dirección 
General de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de 
Datos Personales del Ministerio Justicia y Derechos Humanos- MINJUSDH, 
de fecha 24 de octubre de 2022, sobre si corresponde el acceso a la 
información referida a las denuncias formuladas contra una persona, esa 
Dirección General indica que si bien no se afecta el principio de presunción 
de inocencia, que exige que toda persona sea considerada inocente 
mientras no se haya declarado judicialmente su responsabilidad; sí se 
vulnera el derecho a la protección de datos personales cuando se difunde o 
se da a conocer las denuncias realizadas en contra de una persona, sin que 
se cuente con el consentimiento del titular del dato o con una habilitación 
legal que permita acceder a esa información. Esto porque el solo hecho de 
conocer que una persona es denunciada puede ocasionar que sea 
estigmatizada o considerada socialmente culpable. ( .. .) 

Y, concluye: 

3. 1 Se opina que no se podría acceder a la información relacionada al 
registro de denuncias. por constituir una información confidencial, por ser 
una materia cuyo acceso ha sido limitado por una norma con rango de Ley, 
como es el Código Procesal Penal; así como contener datos personales, 
requiriéndose el consentimiento de las personas indicadas en la solicitud. 
Salvo las Excepciones establecidas por Ley. (. . .) 

Cabe precisar, lo vertido en diferentes informes por el Gerente de la Oficina de 
Sistemas del Ministerio Público, en los cuales señala que: "Es necesario y crítico 
destacar que los registros fiscales que exponen en el Sistema de Consulta de 
Casos Fiscales Web son básicamente eso "registros" y no pueden ser tratados 
como antecedentes penales porque no lo son. Esencialmente por ese motivo, 
los reportes de estos sistemas de información tanto electrónicos como los que 
se imprimen tienen un mensaje permanente "(. . .) es meramente informativo y 
no contiene información actualizada de lo acontecido en la denuncia o 
proceso. No tiene ningún valor ni efecto legal, ni tiene validez alguna para 
ningún trámite administrativo ni judicial". 

11. ANÁLISIS 

El numeral 5 del artículo 2 de la Constitución Política del Perú establece que toda 
persona tiene derecho a solicitar sin expresión de causa la información que requiera 
y a recibirla de cualquier entidad pública, en el plazo legal, con el costo que suponga 
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el pedido, exceptuando las informaciones que afectan la intimidad personal y las que 
expresamente se excluyan por ley o por razones de seguridad nacional. 

Por su parte, el artículo 3 del Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27806, Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, aprobado por el Decreto Supremo 
Nº 021-2019-JUS2, establece que por el principio de publicidad toda información que 
posea el Estado se presume pública, salvo las excepciones de ley, teniendo las 
entidades la obligación de entregar la información que demanden las personas en 
aplicación de dicho principio. 

Así también, el artículo 1 O de la citada ley señala que las entidades de la 
Administración Pública tienen la obligación de proveer la información requerida si se 
refiere a la contenida en documentos escritos, fotografías, grabaciones, soporte 
magnético o digital, o en cualquier otro formato, siempre que haya sido creada u 
obtenida por ella o que se encuentre en su posesión o bajo su control. 

De otro lado, el artículo 13 de la Ley de Transparencia, refiere que la solicitud de 
información no implica la obligación de las entidades de la Administración Pública de 
crear o producir información con la que no cuente o no tenga obligación de contar al 
momento de efectuarse el pedido, por lo que en este caso, la entidad de la 
Administración Pública deberá comunicar por escrito que la denegatoria de la 
solicitud se debe a la inexistencia de datos en su poder respecto de la información 
solicitada. 

Finalmente, el primer párrafo del artículo 18 de la Ley de Transparencia señala que 
las excepciones establecidas en los artículos 15, 16 y 17 del referido texto son los 
únicos supuestos en los que se puede limitar el derecho al acceso a la información 
pública, por lo que deben ser interpretados de manera restrictiva por tratarse de una 
limitación a un derecho fundamental. 

2.1 Materia en discusión 

De autos se aprecia que la controversia radica en determinar si la información 
requerida está protegida por la excepción contemplada en el numeral 6 del 
artículo 17 de la Ley de Transparencia. 

2.2 Evaluación 

Sobre el particular, toda documentación que obra en el archivo o dominio estatal 
es de carácter público para conocimiento de la ciudadanía por ser de interés 
general, conforme lo ha subrayado el Tribunal Constitucional en el Fundamento 
5 de la sentencia recaída en el Expediente Nº 4865-2013-PHD/TC indicando: 

"(. . .) 
5. La protección del derecho fundamental de acceso a la información pública 

no solo es de interés para el titular del derecho, sino también para el propio 
Estado y para la colectividad en general. Por ello, los pedidos de información 
pública no deben entenderse vinculados únicamente al interés de cada 
persona requirente, sino valorados además como manifestación del principio 
de transparencia en la actividad pública. Este principio de transparencia es, 
de modo enunciativo, garantía de no arbitrariedad, de actuación lícita y 

2 En adelante, Ley de Transparencia. 
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eficiente por parte del Estado, y sirve como mecanismo idóneo de control en 
manos de los ciudadanos". 

Al respecto, el artículo 3 de la Ley de Transparencia, que consagra 
expresamente el Principio de Publicidad, establece que "Toda información que 
posea el Estado se presume pública, salvo las excepciones expresamente 
previstas por (. . .) la presente Ley". Es decir, establece como regla general la 
publicidad de la información en poder de las entidades públicas, mientras que el 
secreto es la excepción. 

En esa línea, el Tribunal Constitucional en el Fundamento 8 de la sentencia 
recaída en el Expediente Nº 02814-2008-PHD/TC, ha señalado respecto del 
mencionado Principio de Publicidad lo siguiente: 

"(. . .) 
8. (. . .) Esta responsabilidad de los funcionarios viene aparejada entonces con 

el principio de publicidad, en virtud del cual toda la información producida 
por el Estado es, prima facie, pública. Tal principio a su vez implica o exige 
necesariamente la posibilidad de acceder efectivamente a la documentación 
del Estado". 

Sobre el particular cabe mencionar que, el Tribunal Constitucional ha señalado 
en el Fundamento 5 de la sentencia recaída en el Expediente Nº 3035-2012-
PHD/TC, que: 

"(. . .) 
5. De acuerdo con el principio de máxima divulgación, la publicidad en la 

actuación de los poderes públicos constituye la regla y el secreto, cuando 
cuente con cobertura constitucional, la excepción, de ahí que las 
excepciones al derecho de acceso a la información pública deben ser 
interpretadas de manera restrictiva y encontrarse debidamente 
fundamentadas." (subrayado agregado) 

En dicho contexto, el Tribunal Constitucional ha precisado que corresponde a las 
entidades acreditar la necesidad de mantener en reserva la información que haya 
sido solicitada por el ciudadano, conforme se advierte del último párrafo del 
Fundamento 13 de la sentencia recaída en el Expediente Nº 2579-2003-HD/TC: 

"(. . .) 
13. (. . .) Como antes se ha mencionado, esta presunción de inconstitucionalidad 

se traduce en exigir del Estado y sus órganos la obligación de probar que 
existe un bien, principio o valor constitucionalmente relevante que justifique 
que se mantenga en reserva, secreto o confidencialidad la información 
pública solicitada y, a su vez, que sólo si se mantiene tal reserva se puede 
servir efectivamente al interés constitucional que la justifica. De manera que, 
si el Estado no justifica la existencia del apremiante interés público para 
negar el acceso a la información, 4 la presunción que recae sobre la norma 
o acto debe efectivizarse v. en esa medida, confirmarse su 
inconstitucionalidad; pero también significa que la carga de la prueba acerca 
de la necesidad de mantener en reserva el acceso a la información ha de 
estar, exclusivamente, en manos del Estado." (Subrayado agregado) 

Dentro de ese contexto, el tercer párrafo del artículo 13 de la Ley de 
Transparencia establece que la solicitud de información no implica la obligación 
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de las entidades de la Administración Pública de crear o producir información 
con la que no cuente o no tenga obligación de contar al momento de efectuarse 
el pedido, en tal sentido, efectuando una interpretación contrario sensu, es 
perfectamente válido inferir que la administración pública tiene el deber de 
entregar la información con la que cuenta o aquella que se encuentra obligada a 
contar. 

En el caso de autos, la recurrente solicitó a la entidad la entrega de la lista de 
casos fiscales que tienen cinco (5) personas a partir del año 2015 al 2024, 
conforme lo detallado en la parte de antecedentes de la presente resolución, la 
cual fue materia de apelación por parte de la recurrente aduciendo que pese al 
tiempo transcurrido la entidad no le ha atendido su solicitud; sin embargo, la 
entidad en sus descargos indica que con la Carta Nº 000215-2024-MP-FN­
PJFSJUN IN de fecha 12 de junio de 2024, cumplió con atender la referida 
solicitud, notificando a la recurrente tanto a su correo electrónico como a su 
domicilio con fechas12 y 14 de junio de 2024, respectivamente. Ahora bien, de 
la referida carta se desprende que la entidad deniega la entrega de la información 
solicitada argumentando estar protegida por la excepción al derecho de acceso 
a la información pública contemplada en el numeral 6 del artículo 17 de la Ley 
de Transparencia, concordante con el numeral 324.1 del artículo 324 del Código 
Procesal Penal, que contempla que, "La investigación tiene carácter reservado. 
Solo podrán enterarse de su contenido las partes de manera directa o a través 
de sus abogados debidamente acreditados en autos. En cualquier momento 
puede obtener copia simple de las actuaciones"; 

Adicional a ello, la entidad menciona que la Dirección General de Transparencia, 
Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Ministerio 
Justicia y Derechos Humanos, en el numeral 48 de la Opinión Consultiva Nº 
036-2022-JUSS/DGTAIPD, sobre si corresponde publicitar las denuncias 
formuladas contra una persona, ha indicado que, "(. .. ) si bien no se afecta el 
principio de presunción de inocencia, que exige que toda persona sea 
considerada inocente mientras no se haya declarado judicialmente su 
responsabilidad; sí se vulnera el derecho a la protección de datos personales 
cuando se difunde o se da a conocer las denuncias realizadas en contra de una 
persona, sin que se cuente con el consentimiento del titular del dato o con una 
habilitación legal que permita acceder a esa información. Esto porque el solo 
hecho de conocer que una persona es denunciada puede ocasionar que sea 
estigmatizada o considerada socialmente culpable". 

Siendo ello así corresponde a este Tribunal determinar si la información requerida 
está protegida por la excepción contemplada en el numeral 6 del artículo 17 de 
la Ley de Transparencia, concordante con el artículo 324 del Código Procesal 
Penal. 

• Con relación a las excepciones contenidas en los artículos 15 al 17 de 
la Ley de Transparencia: 

Sobre el particular, es preciso mencionar que cuando la Ley de Transparencia 
establece excepciones para el ejercicio del derecho de acceso a la información 
pública, estas causales deben ser debidamente motivadas y acreditadas, puesto 
que estamos frente a una limitación de un derecho fundamental. 

En esa línea, cabe hacer mención lo señalado por el Tribunal Constitucional en 
el Fundamento 4 de la sentencia recaída en el Expediente 0959-2004-HD, 
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respecto al derecho de acceso a la información pública y la naturaleza de sus 
excepciones, lo siguiente: 

"(. . .) 
4. La Constitución Política del Perú, en su artículo 2º, inciso 5, reconoce el 

derecho de toda persona de solicitar, sin expresión de causa, la información 
que requiera y a recibirla de cualquier entidad pública, en un plazo 
razonable, y con el costo que suponga dicho pedido, con la única excepción 
de aquella que afecte a la intimidad personal y la que expresamente se 
excluya por ley o por razones de seguridad nacional. Lo establecido en el 
referido artículo representa una realidad de doble perspectiva, pues no solo 
constituye el reconocimiento de un derecho fundamental, sino el deber del 
Estado de dar a conocer a la ciudadanía sus decisiones y acciones de 
manera completa y transparente. En esa medida, el secreto o lo oculto frente 
a la información de interés público resulta una medida de carácter 
extraordinario y excepcional para casos concretos derivados del mandato 
constitucional". (subrayado agregado) 

En ese sentido, es importante indicar que con relación a la aplicación de las 
excepciones al derecho de acceso a la información pública, el segundo párrafo 
del artículo 13 de la Ley de Transparencia, establece que la denegatoria al 
acceso a la información solicitada debe ser debidamente fundamentada por las 
excepciones de los artículos 15 a 17 de la mencionada ley. concordante con el 
primer párrafo del artículo 18 de la misma norma, el cual señala que las 
excepciones establecidas en los artículos 15, 16 y 17 del referido texto son los 
únicos supuestos en los que se puede limitar el derecho al acceso a la 
información pública, por lo que deben ser interpretados de manera restrictiva al 
tratarse de una limitación a un derecho fundamental. 

En dicho contexto, el Tribunal Constitucional ha precisado que corresponde a las 
entidades acreditar la necesidad de mantener en reserva la información que haya 
sido solicitada por el ciudadano, conforme se advierte del último párrafo del 
Fundamento 13 de la sentencia recaída en el Expediente Nº 2579-2003-HD/TC: 

"(. . .) 
13. Como antes se ha mencionado, esta presunción de inconstitucionalidad se 

traduce en exigir del Estado y sus órganos la obligación de probar que 
existe un bien, principio o valor constitucionalmente relevante que justifique 
que se mantenga en reserva, secreto o confidencialidad la información 
pública solicitada y, a su vez, que sólo si se mantiene tal reserva se puede 
servir efectivamente al interés constitucional que la justifica. De manera 
que, si el Estado no justifica la existencia del apremiante interés público 
para negar el acceso a la información, la presunción que recae sobre la 
norma o acto debe efectivizarse v, en esa medida. confirmarse su 
inconstitucionalidad: pero también significa que la carga de la prueba 
acerca de la necesidad de mantener en reserva el acceso a la información 
ha de estar, exclusivamente, en manos del Estado. " (subrayado agregado) 

Al respecto, corresponde que las entidades de la administración pública 
justifiquen el apremiante interés público para negar el acceso a la información, 
esto es, las razones por las que dicha información debe ser considerada secreta, 
reservada o confidencial, conforme lo exige la jurisprudencia antes citada. 
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Por tanto, es preciso indicar que, para la limitación del derecho al acceso a la 
información pública, no basta indicar la causal en la cual se ampara su 
restricción , sino que es preciso acreditar la causal correspondiente, de manera 
motivada. 

• Con relación a la excepción contenida en el numeral 6 del artículo 17 
de la Ley de Transparencia: 

En ese contexto, la entidad ha denegado lo solicitado por el recurrente indicando 
que la información solicitada está contenida en el numeral 6 del artículo 17 de la 
Ley de Transparencia; en ese sentido, para efectos de realizar un análisis 
respecto al dispositivo legal invocado por la entidad para denegar la solicitud del 
recurrente, debemos hacer mención al mismo: 

''Artículo 17. - Excepciones al ejercicio del derecho: Información 
confidencial 
El derecho de acceso a la información pública no podrá ser ejercido 
respecto de lo siguiente: 

(. . .) 
6. Aquellas materias cuyo acceso esté expresamente exceptuado 

por la Constitución o por una Ley aprobada por el Congreso de la 
República. ( ... )". 

Al respecto, sobre el argumento expuesto por la entidad, referido a la denegatoria 
de la información por cuanto esta forma parte de una investigación conforme el 
artículo 324 del Código Procesal Penal , el cual regula la reserva y secreto de la 
investigación del siguiente modo: 

"(. . .) 
Artículo 324.- Reserva y secreto de la investigación 

1. La investigación tiene carácter reservado. Sólo podrán enterarse de 
su contenido las partes de manera directa o a través de sus 
abogados debidamente acreditados en autos. En cualquier 
momento pueden obtener copia simple de las actuaciones". 
(subrayado agregado) 

Ahora bien, en cuanto a la aplicación del artículo 324 del Código Procesal Penal, 
el cual señala que "La investigación tiene carácter reservado. Solo podrán 
enterarse de su contenido las partes de manera directa o a través de sus 
abogados debidamente acreditados en autos", concordante con lo dispuesto por 
el numeral 6 del artículo 17 de la Ley de Transparencia, es importante precisar 
que dicha disposición no tiene carácter absoluto, puesto que existen supuestos 
en los que sí es posible otorgar copias de piezas de la carpeta fiscal, tal como lo 
refiere el numeral 3 del artículo 138 señala que "Si el estado de la causa no Jo 
impide, ni obstaculiza su normal prosecución, siempre que no afecte 
irrazonablemente derechos fundamentales de terceros, el Fiscal o el Juez 
podrán ordenar la expedición de copias (. . .) que hayan sido pedidos mediante 
solicitud motivada por una autoridad pública o por particulares que acrediten 
legítimo interés en obtenerlos". 

En esa línea, es relevante tener en cuenta lo dispuesto por el numeral 3 del 
artículo 39 de la Ley Nº 30934, Ley que modifica la Ley de Transparencia 
establece que los entes del sistema de justicia (Poder Judicial, el Ministerio 
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Público, la Junta Nacional de Justicia, el Tribunal Constitucional y la Academia 
de la Magistratura), emitida con posterioridad al artículo 324 del Código Procesal 
Penal invocado por la entidad, el cual establece que dichas entidades tienen la 
obligación de hacer accesible al público la información que resulte relevante para 
el adecuado escrutinio de su labor. 

Por otro lado, es importante tener en cuenta que el artículo 3 de la Ley de 
Transparencia, consagra expresamente el Principio de Publicidad, estableciendo 
que "toda información que posea el Estado se presume pública, salvo las 
excepciones expresamente previstas por (. . .) la presente Ley". Es decir, 
establece como regla general la publicidad de la información en poder de las 
entidades públicas, y que el secreto es la excepción. 

Asimismo, el Tribunal Constitucional en el Fundamento 5 de la sentencia recaída 
en el Expediente Nº 3035-2012-PHD/TC, ha precisado que: 

"(. . .) 
5. De acuerdo con el principio de máxima divulgación, la publicidad en la 

actuación de los poderes públicos constituye la regla y el secreto, cuando 
cuente con cobertura constitucional, la excepción, de ahí que las 
excepciones al derecho de acceso a la información pública deben ser 
interpretadas de manera restrictiva y encontrarse debidamente 
fundamentadas." (subrayado agregado) 

Sobre el particular, el Tribunal Constitucional ha establecido que les corresponde 
a las entidades acreditar la necesidad de mantener en reserva la información 
que haya sido solicitada por el ciudadano, conforme se advierte del último párrafo 
del Fundamento 13 de la sentencia recaída en el Expediente Nº 2579-2003-
HD/TC antes mencionado. 

De esta manera, la entidad a través de la respuesta otorgada a la recurrente 
denegó la información solicitada, respecto de lo cual esta instancia debe señalar 
que en principio los datos de información de la investigación fiscal, como son el 
número de la carpeta fiscal, los delitos investigados, el estado de la investigación 
(en trámite, archivada o sobreseída) son de acceso público, pudiendo 
establecerse límites al conocimiento público de los actuados contenidos en la 
carpeta fiscal , siempre que los mismos se deriven de la protección de otros 
derechos o bienes constitucionales en juego, como la intimidad personal o 
familiar, la seguridad personal de testigos, víctimas o imputados, la seguridad 
nacional o la seguridad ciudadana, la protección de la intimidad de niños, 
adolescentes o víctimas de delitos contra la libertad sexual, y la protección 
misma de la imparcialidad judicial, conforme lo establece el artículo 357 del 
Código Procesal Penal, entre otras. 

Asimismo, debemos mencionar que la entidad no ha indicado cómo la entrega 
de un listado de casos fiscales abiertos en contra de unas personas podrían 
afectar la reserva o secreto de las investigaciones, siendo así, no se ha 
acreditado fehacientemente ante esta instancia algún supuesto de hecho que 
configure la excepción a la regla contenida en la Presunción de Publicidad que 
recae sobre toda información que posee o produce el Estado; y, por ende, 
sustentado adecuadamente la denegatoria efectuada. 

Sin perjuicio de lo antes expuesto, cabe la posibilidad de que eventualmente la 
documentación requerida pueda contar con información protegida por las 
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excepciones contempladas en la Ley de Transparencia. En cuanto a ello, de 
manera ilustrativa, con relación a la protección de información de naturaleza 
íntima, el Tribunal Constitucional en los Fundamentos 6, 7, 8 y 9 de la sentencia 
recaída en el Expediente Nº 04872-2016-PHD/TC, analizó la entrega de la ficha 
personal de una servidora pública, documento que contiene información de 
carácter público como son los estudios, especializaciones y capacitaciones 
realizadas, así como datos de carácter privado, entre otros, los datos de 
individualización y contacto, siendo posible tachar éstos últimos y de esa forma 
garantizar el acceso de la información a los ciudadanos, conforme el siguiente 
texto: 
"(. . .) 
6. De autos se advierte que la ficha personal requerida contiene tanto 

información de carácter privado como información de carácter público. En 
efecto, mientras que la información de carácter privado se refiere a datos de 
individualización y contacto del suieto a quien pertenece la ficha personal; la 
información de carácter público contenida en el referido documento abarca 
datos que fueron relevantes para contratarla, tales como el área o sección 
en la que la persona ha desempeñado funciones en la Administración 
Pública: la modalidad contractual a través de la cual se le ha contratado: así 
como los estudios, especializaciones y capacitaciones realizadas. 

7. No solamente no existe razón para limitar la entrega de información referida 
a las cualificaciones relevantes que fueron decisivas para la contratación de 
un empleado en la Administración Pública, sino que, hacerlo, desincentivar 
la participación ciudadana en la fiscalización de la idoneidad del personal 
que ingresa a ella. 

8. Al respecto, no puede soslayarse que la ciudadanía tiene interés en contar 
con personal cualificado en la Administración Pública, por lo que impedirle 
el acceso a información relativa a las cualidades profesionales que 
justificaron la contratación del personal que ha ingresado a laborar en dicha 
Administración Pública, no tiene sentido. En todo caso, la sola existencia de 
información de carácter privado dentro de un documento donde también 
existe información de carácter público no iustifica de ninguna manera negar. 
a raiatabla, su difusión. 

9. Atendiendo a lo previamente expuesto. es perfectamente posible satisfacer 
el derecho que tiene la ciudadanía de acceder a la información de carácter 
público de quienes laboran dentro de la Administración Pública y, al mismo 
tiempo, proteger la información de carácter privado de dichas personas. 
tachando lo concerniente, por eiemplo, a los datos de contacto, pues con 
ello se impide su divulgación. Por consiguiente, corresponde la entrega de 
lo peticionado, previo pago del costo de reproducción". (subrayado 
agregado) 

En atención a lo expuesto, cabe destacar que en caso de existir en un documento 
información pública y privada, esta última debe separarse o tacharse, a fin de 
facilitar la entrega de la información pública que forma parte del documento, ello 
acorde con el artículo 193 de la Ley de Transparencia. 

En consecuencia, corresponde estimar el recurso de apelación presentado por 
la recurrente y ordenar a la entidad que proceda a la entrega de la información 

3 ''Artículo 19. - lnformacíón parcial 
En caso de que un documento contenga, en forma parcial, información que, conforme a los artículos 15, 16 y 17 de 
esta Ley, no sea de acceso público, la entídad de la Administración Pública deberá permitir el acceso a la información 
disponible del documento". 
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pública requerida4, conforme a los argumentos expuestos en los párrafos 
precedentes. 

• Con relación a la Opinión Consultiva Nº 036-2022..JUSS/DGTAIPD: 

Ahora bien, en cuanto a la Opinión Consultiva Nº 036-2022-JUS/DGTAIPD e 
señalada por la entidad a través de su respuesta para denegar la información 
solicitada por la recurrente , es importante destacar lo previsto en el artículo 1 del 
Decreto Legislativo Nº 1353, Decreto Legislativo que crea la Autoridad Nacional 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública, fortalece el Régimen de 
Protección de Datos Personales y la regulación de la gestión de intereses5, el 
cual prevé que dicha norma "(. . .) tiene por objeto crear la Autoridad Nacional de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, fortalecer el Régimen de 
Protección de Datos Personales y la regulación de la gestión de intereses". 
(subrayado agregado) 

En ese sentido, el primer párrafo del artículo 2 del Decreto Legislativo Nº 1353, 
establece que "El Ministerio de Justicia y Derechos Humanos a través de la 
Dirección Nacional de Transparencia y Acceso a Información Pública es la 
Autoridad Nacional de Transparencia y Acceso a la Información Pública. en 
adelante la Autoridad". (subrayado agregado) 

En esa misma línea, el artículo 4 de la norma en referencia, determina que la 
Autoridad Nacional de Transparencia y Acceso a la Información Pública6 cuenta 
con ''(. . .) las siguientes funciones en materia de transparencia y acceso a la 
información pública: 

1. Proponer políticas en materia de transparencia y acceso a la información 
pública. 

2. Emitir directivas y lineamientos que sean necesarios para el cumplimiento 
de las normas en el ámbito de su competencia. 

3. Supervisar el cumplimiento de las normas en materia de transparencia y 
acceso a la información pública. 

4. Absolver las consultas que las entidades o las personas jurídicas o 
naturales le formulen respecto de la aplicación de normas de transparencia 
y acceso a información pública. 

5. Fomentar la cultura de transparencia y acceso a la información pública. 
6. Solicitar, dentro del ámbito de su competencia, la información que 

considere necesaria a las entidades, las cuales están en la obligación de 
proveerla, salvo las excepciones previstas en la Ley de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública. 

7. Elaborar y presentar al Congreso de la República el informe anual sobre 
los pedidos de acceso a la información pública. Este informe se presenta 
dentro del primer trimestre de cada año y es publicado en la página web 
de la Autoridad. 

8. Supervisare/ cumplimiento de la actualización del Portal de Transparencia. 
9. Otras que se establezcan en las normas reglamentarias". (subrayado 

agregado) 

4 Salvaguardando, de ser el caso, la información protegida por las excepciones contempladas en la Ley de 
Transparencia, bajo los parámetros de interpretación restrictiva contemplados en el artículo 18 del mismo cuerpo 
legal. 

5 En adelante, Decreto Legislativo Nº 1353. 
6 En adelante, ANTAIP. 
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De lo expuesto, vale señalar que dicha opinión consultiva se emitió en atención 
al numeral 4 del artículo 4 del Decreto Legislativo Nº 1353, donde la ANTAIP 
cuenta con la función de absolver las consultas que las entidades o las personas 
jurídicas o naturales le formulen respecto de la aplicación de normas de 
transparencia y acceso a la información pública. 

Ahora bien, ten iendo en cuenta lo descrito en los párrafos precedentes, es 
preciso indicar que lo dispuesto en el artículo 4 de la Decreto Legislativo Nº 1353 
y de lo descrito en la Opinión Consultiva Nº 036-2022-JUS/DGTAIPD, no se 
evidencia que esta tenga carácter vinculante; más aún, cuando las absoluciones 
a las consultas realizadas por las entidades de la administración pública son 
pautas de interpretación de carácter general; en tal sentido, es esta instancia la 
que en su condición de órgano garante determina administrativamente la 
aplicación de la normativa a cada caso concreto; en esa línea, no resulta 
amparable el argumento de la entidad denegar la información solicitada. 

Finalmente, de conformidad con los artículos 54 y 57 del Reglamento de la Ley Nº 
27806, Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, aprobado por el 
Decreto Supremo Nº 007-2024-JUS, en aplicación de la Ley N° 30057, Ley del Servicio 
Civil, corresponde a cada entidad determinar la responsabilidad en que eventualmente 
hubieran incurrido sus funcionarios y/o servidores por la comisión de presuntas 
conductas infractoras a las normas de transparencia y acceso a la información pública. 

De conformidad con lo dispuesto7 por el artículo 6 y en el numeral 1 del artículo 7 del 
Decreto Legislativo Nº 1353; Decreto Legislativo que crea la Autoridad Nacional de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, Fortalece el Régimen de Protección 
de Datos Personales y la Regulación de la Gestión de Intereses. 

SE RESUELVE: 

Artículo 1.- DECLARAR FUNDADO el recurso de apelación interpuesto por -
en consecuencia, ORDENAR al MINISTERIO 

PUBLICO - JUNTA DE FISCALES SUPERIORES DEL DISTRITO FISCAL DE JUNiN 
que entregue la información pública solicitada a la recurrente , conforme a los 
argumentos expuestos en la parte considerativa de la presente resolución. 

Artículo 2.- SOLICITAR al MINISTERIO PUBLICO - JUNTA DE FISCALES 
SUPERIORES DEL DISTRITO FISCAL DE JUNÍN que, en un plazo máximo de siete 
7 días hábiles acredite a esta instancia la entrega de dicha información a -

Artículo 3.- DECLARAR agotada la vía administrativa al amparo de lo dispuesto en el 
artículo 228 del Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento 
Administrativo General, aprobado por el Decreto Supremo Nº 004-2019-JUS. 

Artículo 4.- ENCARGAR a la Secretaría Técnica del Tribunal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, la notificación de la presente resolución a -­

al MINISTERIO PUBLICO-JUNTA DE FISCALES 
SUPERIORES DEL DISTRITO FISCAL DE JUNÍN, de conformidad con lo previsto en 
el artículo 18 de la norma antes citada. 

7 De conformidad con lo dispuesto en el artículo 4 del Texto Único Ordenado de la Ley del Procedimiento Administrativo 
General, aprobado por Decreto Supremo Nº 004-2019-JUS. 
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Artículo 5.- DISPONER la publicación de la presente resolución en el Portal Institucional 
(www.minjus.gob.pe ). 

LUIS GUILLERMO AGURTO VILLEGAS 

ULISES ZAMORA BARBOZA 
Vocal 

vp: lav 

Vocal Presidente 

TATIANA AZUCENA VAL VERDE AL VARADO 
Vocal 
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